Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 44 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado de la República da la 
bienvenida al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a sus asesores. 


La idea de la Comisión, que demoró en integrarse, es ponerse al día en la marcha del 
Ministerio, porque estamos esperando el envío del anunciado proyecto de ley de Ordenamiento 
Territorial. Mientras tanto queremos ver cómo marcha el Ministerio y cómo se ha ido desarrollando el 
Plan Quinquenal. 


Por otro lado, queremos saber acerca del tema de las garantías de alquileres, que sabemos 
va a salir en estos días. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradezco la bienvenida a la señora Presidenta y a los señores Senadores aquí 
presentes. Es un gusto estar aquí acompañado por el Director Nacional de Vivienda, arquitecto 
Gonzalo Altamirano y por nuestro asesor, el doctor Diego Pastorino, quien nos está apoyando, 
fundamentalmente, en lo referente a ordenamiento territorial, así como también en algunos aspectos 
vinculados a la vivienda. 


Quisiera complementar esta pequeña introducción informativa señalando que no está junto a 
nosotros -creo que estaba como uno de los posibles invitados- el Encargado de la Secretaría General, 
profesor Pedro Apezteguía porque, inesperadamente, en la tarde de ayer recibió la noticia de que viene 
desde el exterior una delegación y en este mismo horario se fijó una reunión, que es bien significativa 
para los planes futuros en lo que tiene que ver con nuestro Ministerio. 


Me gustaría realizar una introducción sobre el tema que específicamente será analizado en 
esta reunión que fue convocada por la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


En primer lugar, quisiera señalar que, en lo referente a ordenamiento territorial, no vamos a 
hacer una exposición detallada ni extensa. De todas maneras, me parece que cuando se dé la 
oportunidad de analizar en profundidad este tema sería conveniente que lo hiciéramos en el 
Parlamento. 


En estos últimos días -no recuerdo si fue el miércoles o jueves de la semana pasada- tuvimos 
una reunión con la Comisión Sectorial de Descentralización que, como los señores Senadores sabrán 
está integrada por representantes de seis Ministerios, así como también por seis Jefes de Gobierno 
Departamental. Además, solicitamos al Congreso Nacional de Intendentes poder ser recibidos por los 
delegados que consideren pertinentes, a los efectos de adelantar algunos lineamientos generales que 
tienen que ver con el futuro proyecto de ley de ordenamiento territorial que tendrá el país. Quiero 
señalar que se elaboró un documento base para ser considerado o, por lo menos, para que se utilice 
en la discusión de los fundamentos que hemos adelantado. Asimismo, contamos con un resumen de 
dicho documento que ilustra las grandes líneas de la propuesta antes mencionada. Adelanto que estoy 
en condiciones de informarles que dichos lineamientos ya están incluidos en la página Web del 
Ministerio. 


Comenzando el análisis del tema que será el motivo central de esta reunión, quisiera señalar 
que en el Ministerio estamos desarrollando esquemáticamente los lineamientos de actuación, siendo 
cinco los más importantes. 


En primer lugar, diríamos que uno de los temas claves, obviamente, es el de los recursos. 
Con lo que dispone el Estado específicamente para tratar de disminuir el déficit -o por lo menos para 
asegurar la permanencia de viviendas a muchas de las familias compatriotas- creo que no estamos 
capacitados para eliminarlo. Tengamos en cuenta que lo que procuramos y deseamos culminar, para 
ser auténticamente realistas, en el término del Período, alcanza a unas 14.000 viviendas. Por efecto de 
un arrastre que se viene registrando desde años atrás respecto del déficit real o supuesto -porque las 
cifras han variado de acuerdo con las distintas premisas que cada analista adopta- sin duda, el 
problema de la demanda de las familias uruguayas se está acrecentando. No podemos dejar de 


señalar esto, ya que no solamente debemos contar con los recursos de que el Estado dispone al 
presente para dinamizar todo lo referido a la construcción u otras soluciones -que no solamente pasan 
por la construcción de nuevas viviendas- que se lleven adelante a nivel público. Complementariamente, 
deberíamos estar buscando instrumentos -lo que venimos haciendo ya desde hace meses- para que el 
sector privado también pueda intervenir, invirtiendo con vistas a aquellos sectores medios y medios 
bajos, complementando así las acciones que desde el Estado se puedan lograr para asegurar la 
permanencia de muchas familias que tienen dificultades de mantenerse en esas unidades 
residenciales. Esta inversión privada se podrá destinar a la construcción -si es del caso- o a la 
recuperación de viviendas hoy no habitadas. Entre otras causas, esto se debe a la incapacidad de los 
propietarios para solventar los costos de refacción de esas unidades que las Intendencias, con muy 
buen criterio, exigen antes de ponerlas en el mercado de arrendamiento. En consecuencia muchas de 
estas viviendas -que deben sumar varios miles- a pesar de estar localizadas fundamentalmente en las 
grandes ciudades -no solamente me refiero a la capital, sino a todos los departamentos del país- están 
actualmente desaprovechadas. 


Podríamos ayudar entonces, desde el sector público, a que esas viviendas se abran a la 
demanda de las familias, incluso por la vía del arrendamiento. 


Alguna vez ya hemos adelantado que es nuestro propósito llegar a destinar ciertos recursos 
para una experiencia de apoyo con pequeños y medianos créditos a propietarios, a efectos de que 
pongan sus viviendas en condiciones, en la medida -y sólo en esa medida- en que las mismas se 
vuelquen al arrendamiento y en que el monto de los mismos sea compatible con el mercado y con las 
necesidades específicas que las familias uruguayas tienen en las distintas localidades del país. Desde 
luego, esto tiene que ser hecho con prudencia, para no contribuir también desde el Estado a 
distorsionar una actividad tan sensible como es la del mercado inmobiliario. 


El propósito es poder actuar desde el sector público, pero involucrando al privado para tratar 
de que ese déficit, que desgraciadamente por arrastre se viene incrementando año a año, pueda 
revertirse en el menor plazo posible. 


El segundo punto -al que me voy a referir brevemente, pero si los señores Senadores lo 
entienden pertinente lo podemos desarrollar después- de alguna manera, tiene una profunda 
repercusión en nuestra sociedad y tiene que ver con la situación del Banco Hipotecario del Uruguay. 
Tradicionalmente, este Organismo fue un ámbito de crédito para favorecer a las familias de escasos 
recursos, salvo excepciones -no tan excepcionales- porque no siempre se logró ese resultado. De 
todas maneras, el Banco Hipotecario es percibido por varias generaciones de uruguayos como el 
Organismo público capaz de favorecer a muchas familias de recursos medianos o mediano bajo, a las 
que les daba la posibilidad de acceder a un techo propio cuando estuvieran en condiciones de obtener 
el crédito de esta Institución. Estos créditos estaban destinados a aquellas que no se hubieran visto 
deterioradas -tal como le ocurrió a muchas- en el último período antes y fundamentalmente después 
del colapso del año 2002. 


Para sintetizar la idea de este segundo punto, diría que lo que procuramos hacer en 
conjunción con las nuevas autoridades del Banco Hipotecario es elaborar una reestructura de la 
Institución que permita lograr lo más rápidamente posible una reformulación de sus actividades, a los 
efectos de que pueda volver a ser una institución bancaria que les permita a los uruguayos -que tengan 
la capacidad para ello- obtener los créditos. 


Debe tenerse en cuenta que el Banco Hipotecario se vio profundamente colapsado, con 
pérdidas para el Estado realmente multimillonarias. Estamos hablando de cifras escandalosamente 
altas, de más de U$S 2.000:000.000. Incluso, superiores a las que generaron las conductas delictivas 
de algunas entidades y personas que afectaron al sistema financiero -incluso del sector privado- y a 
tantos ahorristas de nuestro país. 


El tercer punto a señalar en cuanto a las actuaciones que venimos desarrollando en el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, tiene que ver con la intención de 
superar lo que podríamos llamar la focalización de las políticas de vivienda. Por el contrario, lo que 
buscamos es la integración de las políticas en un sistema lo más coherente posible, una mayor 
inclusión social y que no haya segmentaciones a través de los distintos programas. 


Para ser más explícitos, digo que no somos partidarios de la instrumentación de viviendas 
para pasivos, viviendas para pobres, viviendas para minusválidos, porque son sectorizaciones que 
tienen que ver con criterios de todo orden; ni qué hablar de otro tipo de discriminaciones que podrían 


tener lugar, tal como observo que está ocurriendo en algunos países cercanos. He tenido, incluso, 
versiones de que determinados países latinoamericanos, bastante próximos a nosotros, algunos 
grupos de vivienda -que espero que no sean favorecidos por créditos estatales; confío en que no, en 
que se trate de sistemas absolutamente privados- impiden, por ejemplo, que ciertas etnias puedan ser 
incluidas allí. Y no hablo de gente de color, sino de gente judía que simplemente no puede participar 
en algunos conjuntos habitacionales. Es algo que me parece locamente aberrante en esta nuestra 
Latinoamérica actual. 


Hay un cuarto punto que está dentro de los lineamientos de actuación de nuestro Ministerio y 
que, por supuesto, se lleva a cabo fundamentalmente, pero no sólo a través de viviendas. 


Tengamos en cuenta que a la vivienda la consideramos integrada a una propuesta global que 
aspiramos esté perfectamente en consonancia con todos aquellos lineamientos de ordenamiento 
territorial que espero se vean más firmemente consolidados a través de la adopción de una ley a 
nivel nacional -me refiero a la Ley de Ordenamiento Territorial que aspiramos pueda ser votada en el 
Senado y, desde luego, en la Cámara de Representantes- que dará preferente atención, sin duda, a las 
actuaciones descentralizadoras de los distintos Gobiernos Departamentales del país y tendrá que estar 
en consonancia con las calidades ambientales y de salubridad vinculadas a todo aquello que tiene que 
ver con la configuración del territorio y la constitución o creación de nuevos hábitat para muchísimas de 
nuestras familias uruguayas. 


Se trata, entonces, de un cuarto aspecto que tendría que ver con la necesidad de nuevos 
reglamentos en lo que se refiere a préstamos y subsidios que nuestro Ministerio está otorgando -su 
propósito es seguir haciéndolo- con un criterio no genérico. No se trata de subsidios simplemente para 
atender a requerimientos sectoriales, sino también para responder específicamente ante casos en 
donde el Estado realmente, diría, tiene la responsabilidad, la voluntad -por lo menos este Gobierno la 
tiene- de atenderlos en forma preferencial. Se trataría de aquellos que, en primer lugar, están 
evidenciando situaciones familiares particularmente vulneradas, ya sea por sus ingresos económicos, 
por el número de integrantes del núcleo familiar o por las condiciones específicas de cada integrante. 


A propósito, es increíble la cantidad de gente -habitualmente la de menores recursos 
económicos- que tiene problemas complementarios debido, por ejemplo, a la existencia de algún 
minusválido dentro del núcleo familiar, lo que puede explicarse, quizá, por esas situaciones de 
privación económica a la que se han venido sometiendo durante generaciones en nuestro país. 
Nuestro propósito, como lineamiento -dentro de los cinco lineamientos que trato de formular a modo de 
introducción a mi exposición en este ámbito- tiene que ver con los nuevos reglamentos en materia de 
préstamos y subsidios. Al respecto, es necesario señalar que hemos tratado de desviar -si ustedes 
quieren- los objetivos, los propósitos del subsidio destinado -como a veces decimos- al capital que se 
otorga como crédito, dando preferencia sobre todo a las cuotas. Esto se ha hecho así para que las 
familias puedan acompañar las situaciones cambiantes que ciertamente existen -me refiero a los 
arrendamientos muy prolongados que se suelen otorgar con el fin de que la amortización se haga a 
veinte, veinticinco o más años- del núcleo en el largo plazo. 


En el transcurso de los últimos 25 ó 30 años hemos participado en numerosos casos en 
nuestra calidad de técnicos -naturalmente, mucho antes de pensar en asumir funciones públicas; ni 
que hablar de la que ejercemos en este momento- y lo que podemos decir es que conocimos 
directamente la situación de muchas familias que originariamente tenían hijos pequeños o un núcleo 
familiar muy numeroso -que, de pronto, incluía a padres, hijos y hasta suegros- que habían obtenido 
viviendas de tres o cuatro dormitorios y que hoy se ven constreñidas a núcleos familiares constituidos - 
por diversas razones, como fallecimiento, formación de nuevos hogares o emigración obligada- sólo 
por dos personas, a menudo con cierta edad, que nada tienen que ver con el panorama que en 
principio impulsó el otorgamiento de un crédito específico. 


Creo que valdría la pena tener en cuenta este aspecto porque, como dije, permitiría 
acompañar a la familia en el mediano o largo plazo. Entonces, lo que se procura es la permanencia de 
las familias en un techo facilitado por el Estado. Puede tratarse del mismo techo u otro distinto acorde a 
las nuevas condiciones familiares o económicas. Desde ese punto de vista, también, se han 
considerado las múltiples actuaciones que puede llegar a tener un Ministerio, procurando la mayor 
equidad -dentro de lo que es factible- a partir de las acciones que desde el sector público se puedan 
llevar adelante. 


El quinto punto lo podría resumir como la voluntad de procurar el rediseño de todos los 
programas de vivienda que hasta ahora se han puesto en práctica. Algunas cosas nos parecen 


compartibles y vamos a poner algún ejemplo. Si bien MEVIR no es un organismo que dependa 
directamente del Ministerio, porque es autónomo, pero sí requiere de una fuerte transferencia de 
recursos de aquél, estamos convencidos de que sus programas deben continuar y ser profundizados. 
Claro que también es necesario controlar muchas de las cosas que no fueron controladas, ya que se 
dan situaciones que tergiversan la voluntad original de los creadores y de los actuales administradores 
de MEVIR. Me refiero no sólo a la vivienda rural en ámbitos semi rurales o estrictamente rurales, sino 
también a aquellos nucleamientos concentrados en los aledaños de las ciudades del interior del país, a 
aquellas viviendas dispersas en terrenos propios de algunos de los beneficiarios -en los últimos días 
estuvimos participando en algunas inauguraciones cuyos ejemplos pueden resultar significativos- o a 
las propuestas que valoramos como sumamente positivas de las unidades productivas que tienen que 
ver con la localización aislada en el medio rural de muchas familias. 


En todos estos casos, las familias se han visto beneficiadas con el apoyo de estos sustentos 
-buena parte de ellos originados en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente- que les ha permitido no sólo el afianzamiento en el medio, sino también la permanencia del 
núcleo familiar que, a veces por la ausencia de remuneraciones suficientes se disgrega, todo lo cual, 
además, ha llevado a la incorporación de gente joven. 


Simplemente, he hecho referencia a un detalle que creo significativo frente a otras 
propuestas de viviendas que nos parecen imprescindibles formular para lograr mejores soluciones 
habitacionales, acordes a los reales requerimientos familiares. Está de más decir que para nosotros los 
núcleos básicos evolutivos no son soluciones razonablemente compatibles con realidades específicas 
de muchas de nuestras familias, fundamentalmente de aquellas que por estar en situaciones sociales 
muy desfavorecidas suelen ser más numerosas y que, sin embargo, se ven restringidas a condiciones 
muy poco apropiadas a su realidad específica. 


En otras modalidades, las construcciones tuvieron problemas, defectos constructivos muy 
importantes y no hubo el necesario cuidado para hacer los seguimientos que compatibilizaran la 
calidad de las realizaciones con los montos de las inversiones que, en algunos casos, llegaron a ser 
absolutamente escandalosos. Que algunos núcleos habitacionales de mínima dimensión tengan 
costos de U$S 45.000 -o el equivalente en pesos en términos actuales- o de U$S 93.000, es algo que 
nos obliga necesariamente a múltiples revisiones y, en particular, al rediseño de todos los programas 
habitacionales. 


Estos son los elementos básicos que quería compartir con ustedes. Si los señores 
Senadores lo consideran conveniente, podríamos escuchar a nuestro Director Nacional de Vivienda, 
arquitecto Altamirano o, eventualmente, al doctor Pastorino quien podría ilustrarnmos acerca de otro 
aspecto que no tiene que ver con la construcción de nuevas unidades, pero sí con las formas de 
facilitarle a mucha gente, con cierta capacidad de pago, el acceso a una vivienda a través del 
arrendamiento, fundamentalmente para aquellas personas que al no ser funcionarios públicos no 
pueden contar con los servicios de la Contaduría General como garantía. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Con respecto al plan quinquenal nuestra idea era retomar lo que ya 
expusimos en la última reunión con los señores Senadores y hablar un poco de lo que estamos 
haciendo en la actualidad. En este sentido, el señor Ministro adelantaba alguna de las líneas 
estratégicas que estamos desarrollando. 


En realidad, habiendo constatado la existencia de la crisis habitacional que estábamos 
viviendo, llegamos a la conclusión de que, más allá de que este tema era muy sensible a nivel de la 
población, el Estado no tenía la cantidad de instrumentos suficientes -muchos de ellos habían 
colapsado- como para poder atenderla. Creo que este es un tema muy importante. 


Muchas veces vemos esta situación referida a la crisis del año 2002. Se dice que las 
situaciones coyunturales de alguna manera habían impactado y generado que se desnudaran 
fuertemente mucho de los problemas. Sin embargo, nosotros tenemos la absoluta convicción que aquí 
hay temas estructurales profundos a los que no hemos brindado respuesta en forma adecuada. Si 
miramos treinta años atrás y no solo lo relacionado con la acción del Ministerio, sino también la 
producción pública de vivienda, vemos que se han arrastrado enormes problemas que parten de 
cuestiones que son más o menos coyunturales, pero que a la vez atraviesan totalmente el diseño en la 
concepción del desarrollo de las políticas. 


Las viviendas no son algo que se coseche y de lo que se levante rápidamente su producido. 
En este tema no hay políticas de impacto o de shock. Hacer una vivienda tarda dos o tres años y 


programar un plan o licitar implica buena parte del proceso de una Administración; me refiero a la 
actual o a cualquier otra. Es por esa razón que en lo que respecta a las viviendas, más que nunca, 
debemos ir a la búsqueda de políticas de Estado. 


La Administración anterior nos ha dejado tres cuartas partes del Presupuesto comprometido. 
Bienvenido sea esto en el sentido de si fuera una política de Estado porque, por ejemplo, se harían 
más viviendas en tal o cual departamento. Es decir, habría posibilidades de redistribuir, siempre y 
cuando el producto y la política sea sustentable. Eso es a lo que uno aspiraría como política de Estado. 


A su vez, nosotros vamos a dejar comprometida la Administración que viene. Concretamente 
tenemos un problema: la política de vivienda tiene que concebirse de plan quinquenal a plan 
quinquenal, pero con continuidad absoluta y con planteos en el sentido de que cualquier Administración 
pueda poner énfasis en una estructura única del Estado. Esa estructura es la que nosotros 
entendemos que ha colapsado y tenemos que replanteamos las posibilidades para que, en el rediseño 
de esa política, haya una continuidad y que cualquier Administración del signo que sea tenga una 
estabilidad en los procesos, ya que estos son muy largos. Digo esto, porque tres años lleva poder 
entregar una llave pero, en realidad, 25 años más son los que una familia ocupa un bien que está 
protegido por el Estado cuando son políticas públicas directas. 


No obstante, también tenemos que ser responsables de las políticas públicas de los privados. 
Cuando hablamos del déficit tan mentado, la cifra que sea, siempre abarca todos los rangos, todas las 
rentas, todo lo que construye el Ministerio, pero también lo que construyen los privados. Entonces, 
también somos responsables de la forma en que ese sistema se produce. 


Si los señores Senadores quieren, podemos hacer una síntesis con el power point o, si lo 
prefieren, realizaríamos una exposición más corta contando, además, con alguna intervención de 
ustedes. En realidad, lo que quiero es repasar -en una exposición de alrededor de media hora- los 
puntos que el señor Ministro ha desarrollado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Debo aclarar a nuestros visitantes que a las 15 horas tenemos que concurrir 
a la sesión de la Asamblea General, así que hasta ese momento es el tiempo del que disponemos. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Entonces, haría un repaso rápido de los puntos más importantes que estamos 
tratando de enfocar. 


SEÑOR RÍOS.- Señora Presidenta: antes de continuar quería aclarar que con el señor Senador 
Moreira tendremos que retirarnos debido a que debemos recibir, en la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas, al Directorio de OSE, para analizar un proyecto de ley muy importante y de estudio urgente, 
enviado por el Poder Ejecutivo. 


Pedimos, pues, disculpas por esto, pero no podemos estar en dos lados a la vez. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Habíamos hecho referencia a la responsabilidad del Estado en las políticas 
públicas. 


En esta proyección se pueden observar las zonas de alta exclusión social, graficadas en el 
caso de Montevideo. 


En esta otra, en color verde, se ve la producción pública de todas las épocas, graficadas en 
Montevideo, mientras que en ocre se marcan los asentamientos. 


En esta transparencia se observa Casavalle, que tiene todos los prototipos de producción 
pública desde 1959 en adelante, pero las externalidades de esa política pública han dado lugar a un 
segmento del territorio con alta exclusión social, tema que no ha podido resolverse por el producto que 
el Estado ha generado. O sea, hay una enorme responsabilidad del Estado cuando crea viviendas y 
programas, en lo físico y en lo territorial y lo que esto produce. 


Habíamos hablado, pues, de los puntos que el señor Ministro había reseñado: el tema de los 
recursos, el financiamiento de la Vivienda de Interés Social (VIS), de alguna manera, lo que tiene que 
ver con el Banco Hipotecario, el sistema público de producción de vivienda, la política habitacional y las 
políticas sociales -es decir, cómo incrustar el tema de la política habitacional en las políticas sociales- 


los reglamentos -que hoy dijimos que íbamos a desarrollar un poco más- y el diseño específico de cada 
programa. Todos estos temas implican que se deben ordenar en forma coherente y vamos a ver el 
porqué en cada caso. 


Con respecto a los recursos, cabe decir que es clave e importante que el Parlamento -más 
que el Poder Ejecutivo- tenga clara esta situación. Los recursos públicos que destina el país al 
problema de las políticas de vivienda son absolutamente escasos y no tienen ninguna relación con la 
demanda que deben cubrir. ¿Por qué? Porque se basaron en la Ley de Vivienda, en la creación del 
Fondo Nacional de Vivienda. 


Fue una ley producto de su época -como no podía ser otra- una pieza legislativa muy 
avanzada, pero que ha colapsado en muchos de los términos, particularmente en lo que refiere a de 
dónde extraía el Estado, el Fondo Nacional de Vivienda, los recursos para dedicarlos al tema de la 
vivienda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber cómo visualiza el Ministerio el impacto de la Reforma 
Tributaria sobre el Fondo Nacional de Vivienda, pues esa pregunta nos la han hecho en todos lados. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Podemos dar respuesta a una parte de ese problema. 


El Fondo Nacional de Vivienda estaba relacionado a una lógica: el trabajador, en general, 
hacía un aporte pequeño de su salario, pero luego podía aspirar a obtener una vivienda de dicho 
Fondo mediante un préstamo y dedicar parte de su salario al pago correspondiente. Por otro lado, la 
parte patronal hacía un aporte similar -tanto el Estado como el privado- a ese Fondo. Se establecía que 
las masas asalariadas, de alguna manera, en ese aporte fueran pudiendo acceder a una planificación y 
tuvieran una sustentabilidad en que el trabajo y el salario, así como la unidad que se generaba -la 
Unidad Reajustable- fueran pegados. Por ende, era una visión optimista y progresista de que los 
asalariados iban a llegar -con un apoyo, un préstamo y con partes de subsidios- a lograr una vivienda. 


En la década del noventa, sobre todo, pero también en la época de la dictadura, eso se 
quebró: el salario y la Unidad Reajustable fueron en caída y, por tanto, de algún modo, esa mirada no 
fue sustentable. Además, al Fondo Nacional de Vivienda se le retira el aporte patronal, por lo que, en 
términos reales, cae fuertemente llegando a los procesos actuales, en donde la desregulación, el 
proceso de flexibilización del mercado laboral, da lugar a que hoy tengamos un Fondo al que aportan 
trabajadores y pasivos, con subsidio a sectores indigentes, de pobreza, que no aportan. O sea que 
subsidia a los trabajadores y a otros sectores. No es para nada progresista, si se observa quién aporta 
los recursos y para quién están destinados y a eso sumamos los grados de focalización de las 
políticas, hacia aquellos que no aportan realmente y que son los sectores más pobres, con mayor 
informalidad o que están en la indigencia plena. Esto ha perdido toda relación con la demanda, porque 
la crisis ha aumentado y se ha multiplicado la demanda, pero los recursos han disminuido. 


No quiero extenderme mucho en este asunto, pero debo señalar que, además, tenemos un 
problema de segmentación del Fondo, con el tema de los pasivos. 


Esto nos obliga a que tengamos que destinar a los pasivos del Banco de Previsión Social, de 
menos de 12 Unidades Reajustables -que aportan un 24% del Fondo- recursos para una demanda de 
vivienda que debe ser del 2% o 3% de la que hay en el país. Además, si no lo usamos en pasivos, no 
podemos utilizarlo. O sea, en una cuenta tenemos recursos que no destinamos. Esa segmentación es 
perversa. 


¿Cuál es la conclusión? Tenemos un problema estructural y, entonces, voy al tema de la 
nueva estructura impositiva. Pensamos que, probablemente, no va a haber más Fondo Nacional de 
Vivienda, porque no habrá recursos específicos. Todo indica que el tema de la vivienda va a tener 
carácter presupuestal, porque se van a asignar recursos a la salud, a la educación o a la vivienda. Lo 
importante en esto es que el Parlamento entienda que debe haber una relación entre la demanda y los 
recursos de que se dispone; de lo contrario, no podemos reivindicar déficit o algo que nunca vamos a 
poder cubrir. Eso genera una demanda que aumenta cada año, cuando no se tienen los recursos 
disponibles. 


Como este es un tema estructural, la conclusión sobre el primer punto relativo a los recursos 
es que se debe entender que, a corto y mediano plazo, no vamos a poder destinar fuertemente 
recursos que atiendan el problema del acceso a la vivienda. Por lo tanto, es indispensable para 


nosotros que ingresen recursos privados al sector de la vivienda, no para los segmentos que pueden 
acceder en un mercado, sino para los que deben incrustarse o relacionarse con las problemáticas de 
los subsidios. 


Esa conclusión es muy importante para tener una lógica alternativa a la que nosotros 
estamos desarrollando. Digo esto, porque si nosotros al Fondo Nacional de Vivienda o a los recursos 
públicos presupuestales los obligamos a prestar y, a la vez, a subsidiar, siempre van a ser menos 
viviendas. Si tengo que construirlas para dárselas a una familia que, después, las podrá retornar en un 
flujo a 25 años y, además, las tengo que subsidiar con la misma plata, conceptual y estructuralmente 
no va a haber una solución a la demanda que se fue acumulando y al arrastre que tenemos. 


Entonces, nosotros tenemos otro problema importante que es el tema de los flujos. Para que 
ustedes tengan en cuenta, en el Banco Hipotecario y en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente tenemos, a la vez, altos grados de morosidad, tal como ustedes conocen. 
O sea, que no hay políticas de recuperación y, además, hubo un desfase muy grande entre los 
ingresos de las familias y las cuotas que tenían que asumir, lo que generó un colapso absoluto en el 
sistema de recuperación de lo que el Fondo presta. 


Por ejemplo, para que los señores Senadores tengan idea, un Banco que se dedica al tema 
hipotecario en el mundo, tiene un porcentaje de morosidad no mayor al 2%. Nosotros, tenemos una 
morosidad -algunos nos critican por los números, pero ello depende de cómo se mire- que nunca es 
menor al 50% en el Banco Hipotecario y más del 80% en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Es decir que es absolutamente insostenible cualquier política que tenga 
esa situación. ¿Por qué? Porque, además, ningún privado va a poner plata en ningún lugar que tenga 
esos grados de morosidad. 


Nosotros incluimos el tema de la vivienda en la agenda política, porque pensamos que no 
está puesto claramente allí. La gente es condescendiente con nosotros y nos palmea la espalda, 
porque este es un tema de altísima sensibilidad y no es un asunto de izquierda, de derecha, de azul, 
negro, blanco, colorado o frenteamplista, sino que es un tema gravísimo que está presente en el país. 


El otro tema es el relativo al programa de financiamiento: no hay política habitacional que 
esté financiada si no es por alguien que genere un préstamo. Desde el año 2002 que el Banco 
Hipotecario no presta ya que no tiene capacidad para hacerlo con fondos propios y apenas podemos 
generar algo para que comience a hacerlo con fondos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Vamos a ver si a fin de año podemos generar muy escasos recursos, 
porque los tenemos comprometidos, ya que aquellos de los que disponemos para poner en juego, son 
de mala ejecución. Quiero que se entienda bien: el Banco Hipotecario tiene comprometido hasta el año 
2008 el 100% de los recursos que tiene programados y, además, sabemos que una cooperativa no va 
a ira lo que nosotros estimamos porque, siempre sucede que se cae una obra, sea porque le dimos a 
una determinada Intendencia una canasta de materiales, etcétera. 


En realidad, la autoconstrucción no tiene una lógica ascendente ni previsible -y, además, es 
“ineficiente”, dicho esto entre comillas- sino que es una producción social. Entonces, buena parte de 
nuestros recursos los tenemos comprometidos por una mala ejecución en nuestros asuntos externos, 
pero también por procedimientos internos que no son los mejores para efectuar un gasto. En el mes de 
setiembre nosotros podemos prever que no vamos a utilizar el 100% del Fondo, por lo que podemos 
pasarle plata al Banco Hipotecario o a algún otro programa, para abrir una ventanilla de recursos que, 
si bien se tienen, se sabe que no se van a ejecutar con lo que tengo programado y, por lo tanto, van a 
sobrar. 


Esta es la única posibilidad que tenemos. De esta forma, se nos alarga el arrastre porque, en 
esa programación, lo que no hagamos este año se nos va alargando para el año que viene. Primero, 
tenemos un problema central: que exista un mercado hipotecario. Estos mercados son los más 
desarrollados en el mundo, salvo en nuestro país. ¿Por qué? Porque el Banco Hipotecario en su 
desarrollo, primero como estructura monopólica y, después -fuera del monopolio- de hecho, tiene más 
del 90% de las hipotecas, lo que ha generado que el actor privado no pueda competir con un actor 
bancario que tiene subsidios internos y cuyos productos no corresponde a los precios. Los productos 
que puede generar el Banco Hipotecario no tienen relación con los precios de mercado, porque no 
valen lo que dice, ya que tienen subsidios ocultos. Los costos de funcionamiento no le importan. El 
Banco puede realizar cualquier actividad, porque no le importan sus costos. Simplemente, podrá 
llevarla a cabo por contar con recursos humanos. 


Por otra parte, nadie va a competir con alguien que sabe que no ejecuta. Ninguna persona va 
a pedir un préstamo a un privado sabiendo que hay una alta probabilidad de que el Banco Hipotecario 
no ejecute. Eso ha retraído al actor privado del mercado y, por lo tanto, no se ha desarrollado. 


No ha habido desarrollo del mercado de primer piso -que se llama bancario- en el rubro 
hipotecario y, menos aún, de los llamados Bancos de segundo piso, que son los que aseguran que se 
dé una estructura hipotecaria de primer piso. De alguna manera, las Bancas de segundo piso 
reaseguran que -si muchos actores se caen a la vez- el sistema no caiga en su conjunto. Obviamente, 
nuestro país no cuenta con ese sistema. 


Acá tenemos una enorme decisión política que es mantener un Banco Hipotecario de primer 
piso, que casi no hay en el mundo. En general, las Bancas públicas son las que reaseguran los 
sistemas de primer piso. No quiero plantear una discusión porque hay que considerar, por ejemplo, qué 
es lo que pide el Fondo Monetario Internacional o cualquier otro organismo. Crudamente tengo que 
señalar que el Ministerio tiene un problema de acceso a la vivienda, que es el acceso al crédito. Si el 
Banco Hipotecario lo da, será bienvenido; si no, que lo dé otro. Nosotros precisamos que cualquier 
familia vaya a un Banco y encuentre un préstamo con una tasa al que pueda acceder. Hoy en día nadie 
puede acceder. Por lo tanto, si el Banco Hipotecario lo da y nosotros podemos apalancarlo, será 
bienvenido; de otra manera, deberemos tomar las medidas necesarias para que se desarrolle. De ahí 
el problema del crédito en general y, fuertemente, del crédito hipotecario y por eso la reestructura del 
Banco Hipotecario. Acá no va a haber posibilidad de establecer buenas políticas si no reestructuramos 
fuertemente el Banco Hipotecario. 


Cuando hablamos de reestructura del Banco Hipotecario, necesariamente nos referimos al 
sistema de provisión pública. El Banco Hipotecario y el Ministerio cumplen las mismas funciones para 
distintos sectores de la población. El Banco Hipotecario construía, vendía y prestaba para sectores de 
más de 60 Unidades Reajustables, mientras que el Ministerio construye, licita, presta y subsidia para 
sectores de menos de 60 Unidades Reajustables. 


Nosotros apuntamos a que la estructura del Banco Hipotecario sea una estructura financiera 
y una palanca pública para el desarrollo del sistema crediticio hipotecario. Se va a dedicar 
específicamente a desarrollar el tema del préstamo hipotecario. No va a construir directamente como lo 
ha hecho hasta ahora, porque lo que constantemente ha hecho el Banco Hipotecario es juntar la 
pólvora con la chispa. Hay una gran parte de las funciones de la institución y de su misión y su visión 
tal como estaban planteadas por el Banco, que no va a desarrollar, tales como licitar, realizar los 
procesos de dirección de obra, certificación de obra, etcétera, que pensamos que no van a estar dentro 
del Banco Hipotecario. Esa es la propuesta que nosotros estamos desarrollando. 


Pensamos que el nuevo sistema se tiene que desarrollar de otra manera. El Ministerio tiene 
que establecer las estrategias y las políticas, manejar los recursos -los subsidios del Fondo Nacional 
de Vivienda- definir los programas, conocer la demanda -el Ministerio no tiene ni idea de cuál es ésta- y 
auditar el sistema. El Banco Hipotecario, como parte del sistema público, de alguna manera tiene que 
prestar y ser su ventanilla de desarrollo de programas y productos al Ministerio y al resto de los 
sectores. Debe haber un organismo de ejecución de las políticas, de la oferta pública, es decir, licitar, 
establecer la ejecución propiamente dicha, la certificación y el seguimiento de obra en base a la 
definición de algunos programas específicos que el Ministerio realice en un sistema relacionado entre 
sí. 


El país atravesó por algo similar en momentos en que existía INVE y después que se creó el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, todo esto quedó como una especie 
de Frankestein raro. Podría decir que el mundo está lleno de ejemplos como estos, es decir, de 
institutos de la vivienda y de Ministerios que llevan adelante las políticas, de otros que las ejecutan y de 
otros que las financian. 


Nosotros queremos volver a esta lógica, porque nos parece importante que el Ministerio no 
debe tener arquitectos que dirijan y controlen obras, pues esta actividad -a la que se le tienen que fijar 
sus políticas- tiene que ser desarrollada independientemente de esta Cartera. 


SEÑOR LAPAZ.- Ese proceso de reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay o esas ideas que 
ustedes tienen al respecto, ¿sería en forma escalonada para no perjudicar a la gente que ha hecho 
depósitos en el Banco y que está a la espera de que se le adjudique su vivienda o se la construya? 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Todo esto es un deber ser. La política y la realidad llevan, a veces, a que se 
deban ajustar los plazos de la construcción. 


Las familias que tienen cuenta en el Banco Hipotecario del Uruguay tienen que esperar, 
porque la institución hoy en día no está dando préstamos y sigue habiendo una cantidad superior a las 
cien mil cuentas abiertas con pequeños ahorros que están esperando una posibilidad. Quiero señalar 
que esas familias no serán afectadas. Cualquier estructura sobre la que nosotros estemos pensando 
para solucionar el problema de la vivienda, está basada en tres patas que son: el subsidio -que es 
estatal- el préstamo -otorgado con fondos estatales o de afuera- y el esfuerzo propio del ahorro. Las 
familias tienen un ahorro “metálico” que está a la espera del esfuerzo propio que hagan las 
cooperativas y que tiene relación con la mano de obra y la gestión que realicen. Eso es parte del 
sistema. Más allá de que nosotros cambiemos las estructuras -porque antes para registrarse en el 
Ministerio era necesario abrir una cuenta y ello se hacía de manera compulsiva- reitero, las familias no 
se verán afectadas. Aunque ustedes no lo puedan creer, si la persona no tenía dinero, no podía estar 
registrada en el Ministerio. En ese momento, había que poner 2 UR y abrir una cuenta; luego, cuando 
estaba la vivienda, se debía contar con una cifra de 5 UR, según el Programa. O sea que buena parte 
de esas 140.000 cuentas, alrededor de 40.000, fueron producto de esa apertura compulsiva que el 
Ministerio le hizo abrir a muchas familias. 


Este es un proceso muy complejo y dinámico que apunta a hacer converger este deber ser, 
que no va a afectar a las familias que están ahorrando. Por medio de él se va a poder dar solución a 
aquellas familias que tienen una vivienda, porque les va a permitir reestructurar deudas que, de otra 
forma y dada la situación del Banco Hipotecario del Uruguay, no se podría hacer. Digo esto, porque 
reestructurar una deuda significa alargar plazos, modificar flujos o subsidiar, lo cual puede ser llevado a 
cabo por aquellos sectores que no dan pérdida. El Ministerio podría -por citar un extremo absurdo- 
regalarle una vivienda a una familia. ¿Por qué? Porque nosotros podemos dar pérdida y no somos 
controlados por el Banco Central del Uruguay. 


Si al Banco Hipotecario del Uruguay llegara cualquiera de estas medidas, los flujos que 
entrarían no cerrarían, por lo tanto, su patrimonio y sus pasivos se modificarían sin posibilidad alguna 
de solución hasta que no se registre una reestructura. 


SEÑOR LAPAZ.- Quiero saber, continuando con el tema de la reestructura del Banco -en donde la 
construcción pasaría, pura y exclusivamente, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y el Banco quedaría solamente con el tema del dinero- si los problemas de las 
construcciones de los complejos y los temas jurídicos que se han ido originando con el tiempo, 
pasarían a la órbita del Ministerio o el Banco seguiría a cargo de todas esas situaciones jurídicas 
ilegales que se le han presentado. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- El tema de la reestructura del Banco no era el punto central objeto de análisis 
en la sesión de hoy, porque insume mucho tiempo, pero de manera esquemática puedo decir que el 
Banco tiene enormes pasivos con el Banco de la República Oriental del Uruguay y, sobre todo, con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Nuestra reestructura implica retirar del Banco aquello que nosotros llamamos Carteras 
problemáticas, las que son de todo tipo e incluyen malos pagadores, deudas, viviendas con vicios de 
construcción o aquellas que están construidas en tierras que determinan que nunca se van a poder 
escriturar. También se da el caso de buenos pagadores que nunca van a recibir una escritura. 
Entonces, no tiene sentido que un Banco sano tenga viviendas en propiedad, porque nunca se podrá 
realizar la escritura y, en estos casos, también van a ser retirados. Quiere decir que se va a hacer el 
retiro por un valor contable, contra pasivos del Banco República y del Ministerio de Economía y 
Finanzas, a una administradora que va a administrar y que tendrá como misión cobrar los flujos 
emergentes de esos valores por los cuales va a comprar. Además, va a bajar pasivos al Banco 
Hipotecario, de forma tal que sus cuentas y su estructura cambien y pueda operar normalmente. Esa 
administradora pasará a ser propietaria y nosotros, de alguna manera, también vamos a participar de 
las políticas para esas familias en el sentido de cómo van a reestructurar sus deudas en función de 
permitir que a las administradoras les ingrese un determinado flujo. Se busca que estas familias 
puedan pagar una cuota que se relacione con los ingresos reales de las mismas y solucionarles los 
temas de fondo vinculados con los vicios de construcción y demás, que están incrustados en esta 
problemática y que no tienen solución de encontrarse el Banco Hipotecario en la situación que todos 
conocen. Esta institución no tiene los instrumentos necesarios como para dar solución a esos 
problemas. Este retiro dejaría al Banco con Carteras sanas, lo que le permitiría securitizar, decomisar u 
encontrar otros recursos para poder prestar dinero. Este ha sido un gran esquema de la situación, 
aunque hay otra gran cantidad de problemas. 


Otro tema al que hizo referencia el señor Ministro fue el relativo al desafío de entender las 
políticas habitacionales como políticas sociales. Si bien nuestro país ha avanzado en la 
universalización de las políticas de salud y de educación no ha hecho lo propio con el derecho a la 
vivienda. Entonces, la pregunta para el diseño de las nuevas políticas es cómo se puede lograr dicha 
universalización y tratar de salir de la focalización como única alternativa. Por lo tanto, en el diseño de 
la nueva política tiene que estar la mirada de la heterogeneidad de los programas, que permitan no 
generar focalizaciones, que integren y no sigan siendo funcionales a los procesos de exclusión. 


También habrá que determinar cuáles serán las articulaciones y cómo el Ministerio encara la 
reformulación de esta mirada de las políticas sociales. 


Entendemos que la vivienda es un generador muy importante de sinergias, porque mejora la 
salud, la salud y otros aspectos, aunque en sí misma no es la salida a todos los problemas. Creemos 
que esa relación con las políticas sociales tiene que repensarse a la hora de la reestructuración de los 
programas. Nos preguntamos si nosotros también vamos a dirigirnos hacia la universalización y si 
vamos a caminar teniendo en cuenta que se trata de un derecho constitucional. Será necesario mirar 
todos los rangos y no simplemente focalizar a los más pobres. 


En relación a los reglamentos de los subsidios y los préstamos, quizás más adelante 
podremos extendernos más, si el tiempo lo permite. En cuanto a esto, estamos tratando de 
reestructurar los reglamentos, los conceptos de subsidio y los préstamos. Nuestra idea es dar un 
préstamo que va a ser subsidiado a la cuota en forma total o parcial. Esto es porque, en general, los 
planes quinquenales siempre se han hecho desde la oferta y nuestros interlocutores son la parte de la 
demanda que está relacionado con ella como, por ejemplo, las empresas constructoras o FUCVAM. 


Hay una relación con respecto a los planes que está dirigida a la obra nueva, es decir, a 
construir vivienda. Por eso siempre hablamos de déficit y éste está asociado fuertemente a un número 
cuantitativo que son cantidades de viviendas. Los políticos siempre estamos medidos por un 
termómetro de cantidad y está probado que nosotros no hemos resuelto el tema de la cantidad y 
menos esa cantidad ha resuelto el problema de satisfacer las necesidades de la familia. 


Estamos entrando en un tema en el que podemos decir que los actores de la oferta siempre 
han presionado a que, de alguna manera, los planes y las políticas saquen una foto hasta la entrega de 
la vivienda, porque en ese momento se nos desprenden muchos de esos actores como, por ejemplo, 
las empresas, que se van, porque ya tienen la vivienda. Pero el problema más grande que debemos 
enfrentar son los 20 ó 25 años después, cómo la familia permanece. Si ese diseño sólo está mirado en 
la primera foto, no tiene en cuenta qué va a pasar, qué es estructural y qué es flexible, para 
acompañar, de alguna manera, a las familias que no tienen posibilidad, es evidente que no han sido 
buenos los instrumentos que nos hemos dado. ¿Cuáles han sido históricamente esos temas? En 
general, para simplificar y para no complicarse, siempre se ha dado de frente un subsidio al capital. Por 
ejemplo, una vivienda cooperativa cuesta 2.500 Unidades Reajustables. Lo que siempre se ha peleado 
es: Dame un subsidio, en vez de 2.500 te bajo 374 y me queda un préstamo de 2.100 UR, que en 25 
años da una determinada cuota con una cierta tasa. 


En realidad esto ha pasado por las condiciones que se dan en un país como el nuestro, que 
ha tenido altas, bajas, caídas, caídas de salarios, crisis, etcétera. Además, todo esto manejado por un 
Banco, no ha tenido la capacidad de poder contar con instrumentos más flexibles para estas 
situaciones. Lo que ha hecho es una enorme demanda, por ejemplo, de un actor, centrando el tema de 
la tasa de interés y peleando por ella. 


Sabemos que la tasa de interés del 2% no recupera ni la plata y, por supuesto, la familia 
paga más de una vez su vivienda. 


Queremos insertar aquí un elemento, que es el subsidio de la cuota. Este subsidio nos 
permitiría acompañar a la familia y evaluar la capacidad de los ingresos de la familia en un proceso, 
quitándonos de discusión el tema de la tasa de interés, porque esta la paga quien paga la cuota; la 
pagaría también el Fondo Nacional de Vivienda. Entonces, hay familias que pueden recibir un 30% de 
subsidio de la cuota, es decir que si tiene que pagar $1.000 de cuota un producto, el Fondo Nacional 
de Vivienda pagará $ 300 y la familia, los otros $700. Existe otro tema que debe ser sustentable, ya 
que hay que establecer una política, con una ley de franjas que afecte los ingresos de las familias en 
forma proporcional, para hacer posible el pago. Digo esto porque, de lo contrario, al no poder pagar 
algo, lo primero que cae en alguien que no te va a ejecutar, es la cuota de la vivienda. 


Entonces, la idea es que sea un proceso que acompañe a la familia y que sea realizable, 
porque el subsidio dado de entrada no es más realizable. Lo que ocurre es que, en general, una vez 
que ya se dio queda en ladrillo y no en la familia, porque esa familia se muda, se va y el subsidio ya se 
lo dieron y lo puso en esos ladrillos. Si la familia se va de una vivienda, la vende o lo que sea, quien 
vaya a entrar a esa vivienda va a tener que pedir nuevamente la cuota. Entonces, solicitará 
nuevamente un subsidio, porque no puede pagar la cuota, aunque si la puede pagar, bienvenida sea. 
Pero lo tiene que tomar y nuevamente va a estar dirigido a una familia y no a una vivienda. 


Entonces, de alguna manera, también nos importa el tema de la tasa, porque para que esto 
tenga lógica y que un privado ponga dinero, debe haber una tasa que sea rentable, tal como lo 
establece la ley, que dice que la tasa se reglamentará. La tasa del 2% -acerca de la que hemos tenido 
discusiones históricas- en un momento se evaluó como posible, ya que por lo menos cubría los costos 
de administración y parte del costo del dinero; pero hoy esa tasa es absolutamente pérdida para el 
Fondo Nacional de Vivienda. De todos modos, se puede asumir, porque uno puede decir que está 
dispuesto a perder en forma creciente capital e intereses, por un subsidio, pero nuestra idea es no 
entrar en esa discusión. 


Para que se hagan una idea, si el Banco Hipotecario como máximo -y lo estamos 
visualizando- va a poder prestar U$S 18:000.000 al año y nosotros precisaríamos más de 100, 
entonces, ¿quién va a prestar el resto de los 80? Precisamos a un privado porque, sin duda tendrá una 
tasa de administración, el valor de la plata y una ganancia. Digo esto, porque nadie va a ser una 
Carmelita Descalza durante 25 años. De alguna manera, la cuota nos permite que haya una tasa. 
Entonces, la idea es que el Estado con pocos recursos apalanque unos y garantice otros; no hay otra 
alternativa. Creemos que en lo que tiene que ver con estos sectores, la inversión y el ahorro privados 
tienen que estar presentes de forma tal -y en un planteo idílico- que el Ministerio subsidie con sus 
recursos a las familias, que alguien construya y nosotros garanticemos que el que lo haga reciba, en el 
lapso que sea, una tasa de ganancia, esa es la lógica. Con respecto a las familias que no pueden 
acceder a esto habrá que subsidiarlas y a aquellas que no tengan ningún recurso, licitar y construirles 
el cien por ciento con subsidio. 


En cuanto a las personas que no tienen recursos -nos siguen criticando y dicen que 
seguimos subsidiando y regalando viviendas- quiero señalar que cuando está bien otorgado el subsidio 
es un tema social. Entonces, al ser un tema social la responsabilidad también lo es. 


Muchas veces esa familia no es que no tenga contrapartida, sino que se le hace asumir una 
responsabilidad enorme: mantener su vivienda y ser formal, tienen que pagar el agua, la luz, etcétera, 
cosa que antes no era necesario que lo hiciera. Insisto en que a esa familia, cuando le damos una 
vivienda -como muchos dicen, de regalo- la obligamos a asumir responsabilidades. También hay que 
tener en cuenta que hay enormes distorsiones y problemas que tienen que enfrentar esas familias, 
porque hay un mercado informal que vende las viviendas, hecho que es producto de la incapacidad 
del Estado de tener una política habitacional. 


A mi juicio, si contáramos con buenas políticas habitacionales no habría mercados 
informales. La gente accede a una vivienda como puede: se la dan o la toma. Entonces todas las 
políticas que estamos planteando implican tener una mirada que vaya mucho más allá de todos estos 
temas y por tal razón anteriormente hablábamos de la necesidad de contar con políticas de Estado. 
Pensamos que es necesario reestructurar conceptos muy básicos, porque no se pueden seguir 
manteniendo las políticas tal como están. Esta es la lógica que estamos desarrollando. 


Por último, todo esto culmina con el diseño de los Programas, porque tenemos que 
rediseñarlos. Por ejemplo, el cooperativismo, el subsidio de la cuota y no estar franjeado implica que en 
una cooperativa pueda haber desde gente que no tiene ingresos hasta gente que está en el límite de 
las condiciones que imponemos. Pienso que debemos integrar todas las situaciones que se nos 
planteen y luego los cooperativistas después dirán si, por ejemplo, quieren hacer una cooperativa con 
un ingreso de 70 Unidades Reajustables. ¡Allá ellos! No puede ser que el Ministerio ponga trabas y 
diga que no pueden haber cooperativistas que no tengan ingresos o que sólo puede haber 
cooperativas que se rijan por la franja IV que es entre 45 y 50 Unidades Reajustables. Se ha pervertido 
el sistema y se ha obligado a mentirle a la gente para tomar más subsidio -hasta técnicos y 
profesionales- lo cual lleva a que todos los Programas tengan que ser rediseñados. 


El otro tema muy importante que queremos plantear es que no vamos a construir más núcleos 
básicos evolutivos, sino que vamos a construir lo que la ley establecía: viviendas mínimas económicas 
de dos y tres dormitorios para dar satisfacción a las necesidades de la familia en su momento. Porque 


no se trata de que evolucione; si una persona necesita tres dormitorios, el Estado tiene que satisfacer 
sus necesidades en ese momento concreto. Luego, la evolución de esa familia determinará un mayor 
crecimiento o la venta de la vivienda. No podemos seguir como están las cosas, porque hay un 
problema de stock . El Estado construyó 25.000 ó 30.000 soluciones -entre comillas- habitacionales 
que van a hacer caer fuertemente las mediciones futuras de stock porque tienen un déficit cualitativo 
incorporado. Cuando se establecen los criterios para definir el déficit tenemos que tener en cuenta que 
baja el stock. ¿Cuánto dura una vivienda? Entonces, la durabilidad de esa vivienda debe ser 
amortizada de alguna manera y va a tener una depreciación. 


Cuando alguien conozca la demanda -nadie en este país hace algo por este tema y es otra de 
las líneas que tenemos que construir- va a llegar algún momento en el que 25.000 ó 30.000 unidades 
estarán consideradas como viviendas y como soluciones en los números, pero a la vez van a impactar 
fuertemente, generando una inflexión en la producción de un stock. 


En tal sentido, es responsabilidad del Estado que el stock que produzca sea sustentable y, por 
lo tanto, reitero, no tiene sentido construir viviendas de un dormitorio o evolutivas. Se podrá llegar a 
considerar en algún caso particular o en la adopción de determinadas políticas pero, en general, se 
tienen que construir de dos dormitorios en adelante, de forma que mañana la pueda utilizar otra familia. 
Las unidades de un dormitorio están acotadas al uso de muy pocas familias y, las evolutivas, de menos 
aún. Entonces, desde el punto de vista social, la mirada del stock debe realizarse desde la óptica de la 
ley, que era muy sabia ya que, por ejemplo, establecía la cantidad de dormitorios en función de las 
necesidades de la familia. 


En definitiva, todo lo que estamos planteando, cuesta más dinero. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera saber, en primer lugar, qué se sabe en materia de censos de calidad 
de las viviendas, es decir, cuáles son y qué perspectivas hay al respecto. En segundo término, 
desearía saber qué pasa actualmente con las casas cerradas y cómo se piensa trabajar en ese 
sentido. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Estamos impulsando un equipo que trabaja en dos líneas. Una es la que nos 
marcaron ustedes mismos aquí, en el Parlamento, cuando agregaron a la ley un punto referido a las 
tierras del Estado. En tal sentido, estamos haciendo un llamado para conocer las tierras estatales y las 
tierras y fincas urbanas que no se utilicen. 


En cuanto a la otra línea, estamos trabajando y rediscutiendo los temas del déficit y de las 
viviendas vacías. Tenemos una definición bastante clara del censo del año 1996 que fue muy 
desarrollado y que permitió establecer una cantidad de criterios. Por el contrario, el censo de 2004 fue 
parcial y no contiene mucha información. El déficit actual, prorratea o toma criterios del censo anterior y 
los extrapola aquí, porque no tiene números específicos. El próximo censo se realizará recién en el 
2010, lo que para nosotros es mucho tiempo. 


Acá hay un problema en el que la Administración que llega no tiene datos para elaborar un 
plan quinquenal y tampoco dispone de microdatos -por ello hablamos de las necesarias continuidades- 
y, en consecuencia, no puede establecer políticas específicas. Por ello la oferta siempre triunfa; más 
vale construir ya que, de todos modos, mucho no vamos a errar. 


En definitiva, ¿qué es lo que nos pasa con las viviendas vacías? Tenemos 240.000 viviendas 
vacías censadas de las cuales, 121.000, son de veraneo. Cabe destacar que creció un 100% -de 
69.000 a 121.000- el número de viviendas de veraneo, lo que implica una lectura de la muy fuerte 
concentración del ingreso que ha ocurrido. Se construyeron más viviendas de veraneo en los últimos 
diez años, que en todo el siglo. Pero sacando estos casos, quedan 120.000 viviendas vacías. 


Dentro de ellas, están las llamadas “friccionales” sobre las que, el censo anterior de 1996, 
establecía si estaban a la venta, en alquiler o para alquilar. Para obtener estos datos, se preguntaba a 
los vecinos y se sabía así identificar para la vivienda, un valor de proximidad al mercado. Entre lo 
informado por el censo anterior, que revelaba que había unas 60.000 viviendas vacías, a las 114.000 
actuales -quitando, reitero, las de veraneo- se advierte un aumento enorme. 


Entendemos que hay muchas causas que inciden en ese aumento como, por ejemplo, la 
crisis del año 2002 y la compra de viviendas -que están retraídas como una inversión, esperando que 


suba el precio- la emigración -que también ha impactado enormemente después de la crisis- 
etcétera. 


Por todo esto estamos instalando, como primer paso, un equipo que ponga en discusión 
nuevamente la consideración del déficit y que, sobre todo, estime la incidencia de las viviendas vacías, 
porque pensamos que es excesiva la forma en que se consideraron para llegar al déficit de 80.000 que 
se está dando actualmente. A ese respecto, pensamos que hay un exceso al considerar la duración de 
una vivienda, el número de obsoletas que se detalla y el número de friccionales, que no se las resta en 
forma total cuando, en realidad, si están en el mercado, habría que restarlas. Si se procediera así se 
bajaría fuertemente el déficit que, simplemente en grandes números, nos da 60.000. 


Por estas razones, queremos poner el tema en discusión con los actores. Cabe aclarar que 
esto fue construido en la COSOC -Comisión Social Consultiva- con la actuación de personas que, 
obviamente, tuvieron fundamentos para hacerlo así. Por eso decimos, entonces, que queremos 
confrontar y poder establecer claramente cuál es el déficit. Hay que recordar que las 60.000 u 80.000 
viviendas tienen que ver con un déficit de toda renta; o sea no se trata solamente del déficit de aquellos 
de los que nos tendríamos que ocupar directamente que no accedan al mercado. 


El otro tema que queremos abordar con ese equipo tiene que ver con la posibilidad de 
establecer criterios para discernir cómo incorporamos esa cantidad de viviendas vacías, por ejemplo, 
a través de impuestos. Lo cierto es que puede haber una cantidad de vías directas e indirectas para 
definir políticas, pero hoy las desconocemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de que el señor Senador Lapaz plantee su pregunta, la Mesa sugiere 
a la Comisión que vayamos redondeando, pues estamos sobre la hora de comienzo de la Asamblea 
General. 


SEÑOR LAPAZ.- Precisamente, teniendo en cuenta la hora, muy brevemente, quiero hacer una 
consulta sobre un caso puntual. Me llamaron de la ciudad de Mercedes para informarme que se había 
paralizado la construcción de las viviendas de relocalización del asentamiento de Aparicio Saravia por 
falta de dinero y que la Intendencia Municipal de Soriano aduce que el Ministerio no le había enviado 
las partidas y que, por lo tanto, era de su responsabilidad. Por otro lado, quisiera saber si se ha 
avanzado respecto a la situación del asentamiento ubicado a la entrada de la ciudad de Mercedes, en 
un predio de AFE. 


SEÑOR ALTAMIRANO..- El asentamiento de Aparicio Saravia, en principio, estaba en el PIAI, luego se 
descubrió la existencia de plomo -son tierras fiscales- y posteriormente se hizo un llamado a licitación a 
través de la OPP. Esa licitación la ganó una empresa que empezó a trabajar, pero la OPP no mantuvo 
los créditos. Al no pedirlos, se quedó sin dinero y solicitó al Ministerio el traslado del contrato a nuestra 
órbita. Nosotros ya tenemos definidos los recursos; entonces, si nos hiciéramos cargo de ese contrato 
tendríamos que recibir dineros frescos del Ministerio de Economía y Finanzas, que tendrían que ser 
otorgados por fuera de nuestros créditos, pues si destinamos recursos para esa empresa se los 
estaríamos sacando a otra actividad. 


Por lo tanto, no es un tema fácil de resolver. De todos modos, la empresa empezó a trabajar, 
le estamos dando continuidad a este proceso y el contrato recién llegó al MVOTMA. Lo vamos a 
financiar, pero quedamos a la espera de que el Ministerio de Economía y Finanzas nos aporte los 
recursos necesarios. 


Por otro lado, quiero señalar que con la Intendencia Municipal de Soriano estamos 
rediscutiendo todo, porque ese contrato toma la mitad del asentamiento mientras que la otra mitad 
queda sin solución. Se podrán imaginar los señores Senadores que no es posible decir en un 
asentamiento que algunos se quedan y otros se van a una vivienda de dos o tres dormitorios; sería 
descabellado. Pero, además, todo ese proceso no está basado en un proyecto social, por lo que no 
podemos abarcar un realojo ni una actuación en un asentamiento. 


Por este motivo, estamos buscando la posibilidad de, con nuestro dinero, hacer un llamado 
para el desarrollo de un proyecto social. Pensamos realojar al resto de todo el asentamiento -salvo una 
línea que da a una calle- que involucra a cerca de trescientas familias; pero esto no está 
presupuestado, no hay un proyecto social. Por esta razón, hemos dispuesto que la empresa cumpla su 
contrato en otro lado, porque a ese asentamiento, reitero, tenemos que instrumentarle un proyecto 
social y proveerle los recursos para que sea una solución integral para todas las familias. 


Con respecto al asentamiento de AFE debo decir que se firmó el convenio y el contrato. Por 
su parte, la Intendencia Municipal nos pasó el proyecto social, contra el cual nosotros liberamos los 
fondos. 


En síntesis, estamos en ese proceso. Hemos recibido el proyecto social, lo vamos a estudiar 
para saber si compartimos sus criterios y luego veremos si esos fondos se pueden liberar y se empieza 
un proceso de solución. La idea es instrumentar una solución equitativa, pues no les podemos dar 
viviendas de dos y tres dormitorios a algunos y un terreno a otros. Por lo tanto, estamos haciendo una 
gran bolsa con esos recursos a fin de que todos tengan una solución equivalente al problema que 
están viviendo. 


SEÑOR LAPAZ.- En cuanto a la partida de aproximadamente U$S 400.000 que había para la 
construcción de viviendas y fuera del tema de la relocalización, queremos saber si se está llevando 
adelante. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- No, señor Senador. Respecto a esos U$S 400.000, puedo decir que los 
vamos a incluir en la mirada general para la resolución de todos los problemas y no dar, así, Núcleos 
Básicos Evolutivos a unos y tierras a otros. Tenemos que buscar un producto medio que pueda dar 
satisfacción a los dos asentamientos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lamentamos que se nos haya acotado el tiempo, pero el Parlamento está 
lleno de imprevistos. 


Agradecemos mucho la presentación realizada y seguramente los estaremos convocando 
nuevamente. 


SEÑOR MINISTRO..- Ciertamente estamos muy agradecidos por el recibimiento en esta Comisión. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 6 minutos.) 
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